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PRESIDE: Señor Representante Luis Puig. 
MIEMBROS: Señores Representantes Marcelo Bistolf1, Raúl Olivera, Martín Tierno y Carmelo Vidalín. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Gustavo Fernández y Jorge Pozzi. 


INVITADOS: Por la Intendencia de Salto, doctor Fulvio Gutiérrez, asesor legal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Puig).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida al doctor Fulvio Gutiérrez, representante de la Intendencia de Salto. 


El motivo de la convocatoria es el planteamiento de ex funcionarios de la Intendencia cesados cuando asumió 
la actual Administración. Todos los funcionarios -dos en principio, y luego se habló de una negociación por 
cuatro- sostienen que sus derechos han sido vulnerados. 


Como es norma de esta Comisión, nos parece importante conocer la visión que tiene la Intendencia sobre este 
tema y, si fuera necesario, podríamos establecer mecanismos de diálogo y negociación a fin de acercar a las 
partes. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Señor Presidente, señores Representantes Nacionales: en primer lugar, quiero 
agradecer que me citaran por segunda vez porque la primera vez tuve un problema de salud, que 
todavía tengo, y no pude concurrir. De manera que agradezco la paciencia que han tenido y que me 
hayan recibido en esta segunda oportunidad. 


Quiero contestar las apreciaciones que hizo la contadora Soledad Marazzano en esta Comisión, en la sesión 
del 6 de octubre, porque no son ciertas. Yo las estuve analizando porque leí la versión taquigráfica. 


En dicha sesión, la contadora Marazzano comenzó diciendo: "Una vez que asumió el nuevo Intendente" -se 
refiere al Intendente Coutinho- "pasó un mes de su gestión y fuimos cesados veinte funcionarios", 
expresando que fue por fundamentos que no son válidos y que históricamente eso nunca pasó en la 
Intendencia de Salto. 


Eso no es cierto. En primer lugar, eso existió en la Intendencia de Salto en la Administración del Intendente 
Fonticiella. Cuando asumió, solicitó un informe jurídico a quien en aquel momento era el Jefe de la Oficina 
Jurídica, el doctor Luis Silveira Arrestia, quien hizo un informe que, ¡oh, coincidencia!, es exactamente igual 
al que hice yo cinco años después cuando me lo solicitó el Intendente Coutinho para que analizara la 
situación de los funcionarios contratados. Los argumentos son exactamente los mismos; es increíble. Si 
ustedes comparan el informe del doctor Silveira y el mío, con cinco años de diferencia y sin que yo conociera 
dicho informe, obviamente, verán que los argumentos jurídicos son exactamente los mismos. Estos 
argumentos del doctor Luis Silveira Arrestia fueron el fundamento jurídico para que cesaran al doctor Pablo 
Perna, a la doctora Silvia Trinidad y a la doctora Paola Pamparato. 


Por lo tanto, no quiero dejar pasar este antecedente porque no es cierto que sea la primera vez que ocurre una 
situación de este tipo en la Intendencia de Salto. 


Más adelante, la contadora Marazzano dijo: "[...] este tipo de destituciones", entre las cuales ella fue objeto, 
"de veinte funcionarios debe ser aprobada por la Junta Departamental". Eso no es correcto. Ella era una 
funcionaria contratada, con varios contratos que tenían plazos que vencieron. Estaba dentro de la categoría de 
funcionario contratado que tiene la Intendencia de Salto, que tiene una particularidad que luego voy a 
explicar con más detalle para que ustedes comprendan porque, además, es la única situación que se da en 
nuestro país. Entonces, en este tipo de casos, no se requiere, bajo ningún concepto, la venia o autorización de 
la Junta Departamental. No son presupuestados sino contratados, con contratos con plazo y con el plazo 
vencido. El vencimiento del plazo la doctrina y la jurisprudencia son muy contestes en esto, si no unánimes 
no significa prórroga y, por lo tanto, no tienen estabilidad laboral. 


Luego, la contadora Marazzano dice que hubo falta de motivación en la cesantía de los funcionarios, lo que 
tampoco es cierto. Vamos a explicar por qué. 


En definitiva, estos eran los cuestionamientos de la contadora Marazzano y quería que la Comisión supiera 
que sus apreciaciones no son exactas. Tampoco son exactas las afirmaciones que formuló el doctor Salvo 
están en la versión taquigráfica, que es el abogado que la acompañó y a otros dos funcionarios más. 


El 5 de agosto de 2010, el Intendente Coutinho me pidió un informe jurídico sobre la situación de los 
funcionarios contratados. En aquel momento, elaboré el informe como Profesor Adjunto de la Facultad de 
Derecho de la Regional Norte de la Universidad de la República, en Salto. En ese momento ni siquiera era 
contratado por la Intendencia de ese departamento. Entonces, hice todo un análisis sobre el que quisiera hacer 
un resumen, sin perjuicio de dejar el texto del informe a la Comisión para su conocimiento más cabal. 


Decía que hay que hacer algunas consideraciones generales al respecto porque hay que partir de la base de 
que los funcionarios del Gobierno Departamental son funcionarios públicos, que cumplen una función 
pública en un organismo del Estado y en el marco de una relación funcional. Por lo tanto, tienen todos los 
derechos, deben cumplir todas las obligaciones y asumir todas las responsabilidades que corresponden a 
dicha calidad jurídica. Sin embargo, existe una serie de particularidades que corresponde analizar. 


La norma básica a tener presente en esta situación es el artículo 62 de la Constitución de la República. De 
este artículo se desprende una serie de consecuencias, y vamos a señalar las más importantes. 


En primer lugar, los funcionarios de los Gobiernos Departamentales están expresamente amparados en las 
disposiciones de rango constitucional que refieren a los funcionarios públicos en general, como lo son: el 
derecho a la carrera administrativa; la inamovilidad, sin perjuicio de los que dispongan sus propios estatutos; 
el derecho a la permanencia en el cargo; el derecho al ascenso; el descanso semanal; el régimen de licencia 
anual o alguna licencia especial que prevean sus propias normas internas; las suspensiones y los traslados; las 
obligaciones específicas que como funcionario se le establezcan por normas internas; plantear recursos 


administrativos contra resoluciones que les afecten; plantear la acción de nulidad ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo; el amparo del derecho de huelga; constituirse y actuar como gremio y/o 
sindicato; el debido proceso legal y los beneficios de la seguridad social. 


Además, los Gobiernos Departamentales tienen la obligación de establecer el estatuto de sus funcionarios. Si 
no lo hacen, se tienen que regir por el estatuto de los funcionarios públicos en general, que es del año 1943. 
Pero, hete aquí que todos los Gobiernos Departamentales, en mayor o menor medida, han elaborado sus 
propios estatutos y, por lo tanto, sus funcionarios se rigen por ellos. En Salto, eso fue establecido en el 
Decreto N* 3438, de 9 de febrero de 1955. Esto es de suma importancia por lo que voy a decir después en 
cuanto a lo que tiene que ver con una excepción que se da, creo yo, únicamente en el departamento de Salto. 
Una de las cosas que se establecen en cuanto a los funcionarios de los Gobiernos Departamentales es el 
concepto del provisoriato. Como decía el profesor Durán Martínez, el provisoriato "es un período en el cual 
la Administración puede dejar sin efecto el acto de designación por cualquier motivo válido, sin tener por qué 
acudir a procedimientos especiales o invocar los motivos exigidos para disponer la desinvestidura de un 
funcionario estable". El plazo de los provisoriatos depende de cada uno de los estatutos de los Gobiernos 
Departamentales: en Salto se dispuso sesenta días; en Tacuarembó, un año, y en otros departamentos, noventa 
días. En el caso de Salto, en el artículo 23 del estatuto del año 1955 se establecía que el nombramiento se 
consideraba definitivo sin necesidad de nueva resolución de la Administración si pasaban los sesenta días. Es 
decir que se contrataba a un funcionario y si este cumplía su función durante sesenta días y la Administración 
nada decía al respecto, quedaba con estabilidad laboral y en forma permanente; no era presupuestado. ¡Ojo! 
Esto es algo distinto que más adelante voy a explicar. 


Pero, ¿qué pasó en Salto? La contadora Marazzano opinó sobre algo que no sé si no era de su conocimiento o 
si sus abogados no lo sabían. En Salto se hizo una modificación al estatuto. Con total franqueza debo decir 
que fue una muy mala modificación. Tanto es así que con el actual Intendente estamos hablando con el 
gremio de los funcionarios del Gobierno Departamental, ADEOM de Salto, con la finalidad de elaborar un 
nuevo estatuto. ¡Si será grave lo que voy a decir! 


El Decreto N* 5629 del año 1986, que fue el Presupuesto General del Gobierno Departamental, Ejercicio 
1985-1990, estableció una modificación grave e importante. La modificación dispuso que el régimen de 
provisoriato no es para todos los funcionarios, sino solo para los que van a ingresar a la calidad de 
presupuestados. Esto es, cuando se dispone la presupuestación de un funcionario, durante los primeros seis 
meses, esa presupuestación es provisoria. Cumplido el mismo, se transforma en definitiva. Pero no se aplica a 
los funcionarios que ingresan a la Administración Departamental en calidad de contratados. Estos no están 
amparados en el régimen del provisoriato y, por tanto, no adquieren ninguna estabilidad luego de pasados los 
seis meses de su nombramiento. Por esta razón es que decimos que en Salto se da una situación especial. Yo 
no digo que soy un especialista en derecho departamental o municipal porque sería exagerado, pero hace 
muchos años que me dedico al derecho departamental y municipal. Inclusive, en la Facultad de Derecho de 
Salto tenemos un Centro de Estudios de Derecho Departamental y Municipal, del cual soy su coordinador, y 
no conozco que otra Intendencia tenga una norma como esta. Hoy por hoy esta es la norma que está rigiendo, 
y establece lisa y llanamente que los funcionarios que no son presupuestados tienen prácticamente una total 
inestabilidad laboral sin importar el tiempo ni la antigúedad que tengan en el instituto. 


Ustedes podrán decirme que esto es algo horriblemente malo. Sí, señores, lo comparto, pero ese es el derecho 
positivo que hay en Salto. 


Los funcionarios contratados son aquellos funcionarios no presupuestados que ingresan a los cuadros 
funcionales por alguno de los procedimientos de designación, generalmente por designación directa, y están 
amparados por las previsiones del contrato que se redacten cuando hay contrato escrito, porque a veces no 
hay y por el régimen estatutario que prevé el Estatuto del Funcionario de Salto. Si no hay contrato, que es la 
práctica más generalizada, su relación jurídica se regula totalmente por dicho Estatuto. Como lo señaló el 
profesor Sayagués Laso, no están amparados por la garantía de la inamovilidad, no tienen derecho a la 
carrera administrativa y ni siquiera tienen un régimen uniforme "sino que se hallan sometidos a distintos 
regímenes establecidos en textos constitucionales, legales y reglamentarios, que consagran una mayor o 
menor estabilidad, variable según los casos, inferior siempre a la de los funcionarios inamovibles". 


La Suprema Corte de Justicia se expidió en reiteradas oportunidades sobre el estatuto de los funcionarios 
contratados en los Gobiernos Departamentales, señalando que estos "no son funcionarios de carrera, porque 


no gozan de las garantías que la Constitución confiere (a los de carrera); no integran escalafón presupuestal 
alguno; no tienen derecho frente a otros funcionarios de carrera; ni a que se les adjudique puntaje a los 
efectos de ascenso". Cito "Estatuto del funcionario" del doctor Daniel Hugo Martins, páginas 246 y 247. 


Como decía, ya antes el Tribunal de lo Contencioso Administrativo se había pronunciado en el mismo 
sentido, afirmando que "es de principio que los funcionarios contratados no tienen derecho alguno a ascender 
en los escalafones presupuestales, donde deben revistar los funcionarios de carrera". Asimismo, el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo se pronunció basándose, sobre todo, en una posición doctrinaria del 
profesor Carlos Delpiazzo, quien afirma que los "funcionarios presupuestados son aquellos titulares de 
cargos, previstos en las planillas de la ley presupuestal; por ende, la condición de funcionario presupuestado, 
se vincula indisolublemente a la de 'cargo' o 'empleo"". Como contrapartida, existen funcionarios que no 
ocupan cargos sino que se incorporan a la Administración con cargo a Partidas de Jornal y Contrataciones, 
que son estos casos, como se establece en el artículo 129 de la Constitución. Luego, estos funcionarios al no 
tener cargos asignados, no pueden ingresar en la categoría de funcionarios presupuestados; por eso se les 
identifica como funcionarios "extra-presupuestados” o simplemente "contratados" Se trata de un personal 
transitorio, que no ingresa a la carrera administrativa, generalmente su nombramiento es a término y muchas 
veces condicionado a la existencia de una partida que nutre su compensación pecuniaria. 


Cassinelli Muñoz, otro catedrático de la Facultad de Derechos, citado por el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo en la Sentencia N* 925/1999, decía que "en principio cabe distinguir entre cargos 
presupuestados y funciones contratadas, porque desde el punto de vista jurídico-presupuestal no es posible 
hablar de 'cargos contratados' ya que solo son 'cargos' aquellos que están expresamente creados por Ley y se 
corresponden con los cargos presupuestados". 


También la Suprema Corte de Justicia citó al profesor Cassinelli Muñoz en la Sentencia N* 163/2006 y allí 
afirma que "un funcionario público es designado mediante un acto unilateral de la Administración y lo que 
hace el funcionario es aceptar o no aceptar esa designación. Si acepta la designación, no por eso las 
condiciones de trabajo adquieren naturaleza contractual: puede en cualquier momento la Administración, por 
acto unilateral, modificar las condiciones de trabajo". 


A su vez, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en la Sentencia N* 231/2005 reitera todos estos 
conceptos y también se basa en la posición del profesor Daniel Hugo Martins, y agrega: "La calidad de 
contratado que revestía el reclamante" (se refiere a ese caso concreto) "al tiempo de ser declarado funcionario 
"permanente", no le otorgaba ningún derecho a ello, sino antes bien solo le aseguraba también una mera o 
simple expectativa". Este aspecto es muy importante. El ex Intendente de Salto, señor Fonticiella, inventó 
una figura jurídica que no existe: funcionario contratado permanente. Ello es un contrasentido. El funcionario 
contratado jamás es permanente. Sin embargo, el presupuestado sí lo es. 


Voy a citar algunos casos más, aunque no quisiera ser reiterativo, ya que entregaré este informe a la 
Comisión. En todos ellos se habla de que el vínculo que los une a la Administración es precario y por ello se 
encuentran excluidos de la carrera administrativa. Luego agrega, citando a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, que "una vez vencido el plazo contractual, la relación funcional se extingue automáticamente, no 
constituyendo la continuidad de hecho, renovación tácita del contrato ni otorgamiento de derecho a 
permanencia o estabilidad". 


Lo mismo se dice en la Sentencia N* 6 del año 2005, Caso 178 del Anuario de Derecho Administrativo, que 
habla del mismo tema. También hay otras opiniones del profesor Carlos Delpiazzo que se expresa en el 
mismo sentido en una sentencia del año 1993. Trato de hacer un resumen, sobre todo porque el principio 
fundamental es que la no renovación del contrato no significa prórroga automática para nadie. 


Finalmente, no es ajustada a derecho la designación de funcionarios contratados en calidad de permanentes. 
Los funcionarios contratados en modo alguno pueden ser considerados presupuestados. En tal sentido, el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en Sentencia N* 6 del año 2005 que figura en al Anuario de 
Derecho Administrativo, tomo XIII, afirmó: "Conclusión esta, válida aun en el caso de que el funcionario 
haya sido contratado para el desempeño de funciones permanentes, pues esta condición no hace variar en 
modo alguno la naturaleza de su incorporación a la función pública. Como lo ha expresado reiteradamente 
este Cuerpo" (insisto: "reiteradamente este Cuerpo") "el funcionario contratado no tiene los derechos que 
integran la carrera administrativa, entre los que se halla el derecho a la permanencia en el cargo, pudiendo 
entonces ser cesado en cualquier momento por razones de mejor servicio". Lo mismo se expresa en los Casos 


625, 628 y 640 y en el TOFUP, Texto Ordenado de los Funcionarios Públicos, que en su artículo 80 es 
aplicable a los Gobiernos Departamentales. 


Este es el fundamento genérico del informe que elaboré para el Intendente Coutinho que, repito, coincidió sin 
querer, porque yo no conocía su informe con el que hizo el doctor Silveira Arrestia el 15 de agosto de 2005, 
cuando recién comenzaba el gobierno del señor Fonticiella. Es exactamente igual; el mío es un poco más 
amplio, quizás porque yo escribo más para decir lo mismo, pero el del doctor Silveira Arrestia es más 
resumido y dice lo mismo. 


No puedo entregar a la Comisión el informe del contador Rodríguez porque contiene cierta confidencialidad 
está calificado como tal, pero puedo decir que figura un caso, similar a este, y por eso entiendo que lo que la 
contadora Marazzano afirmó en esta Comisión en cuanto a que esto era la primera vez que pasaba en Salto, 
no es cierto. No obstante, dejo mi informe. También quiero dejar la Resolución vinculada con la contadora 
Marazzano, porque no es cierto lo que afirma, y de la Resolución surgen las razones por las que fue cesada, 
que no son otras que las que acabo de señalar. 


Seguidamente, voy a contestar el recurso que interpuso la contadora Marazzano, que fue la que más habló en 
esta Comisión. En cuanto a los fundamentos, ya hice un informe en cada expediente. Cada funcionario que 
hizo su planteamiento en esta Comisión, y otros más, presentó un recurso de reposición contra la resolución 
del Intendente. Esto motivó, por supuesto, un expediente que cumplió con los requisitos correspondientes, y 
pasó para que yo hiciera un informe jurídico. En cada caso elaboré un informe, donde contesto los agravios 
de cada recurrente. Por ejemplo, se dice que se omitió dar vista de la decisión que se tomó, que en el caso de 
una funcionaria en comisión, el hecho de que el funcionario fuera contratado no significaba que careciera de 
derechos, cuestiona los motivos esgrimidos y establece que no se cumple con el numeral 5%) artículo 275 de 
la Constitución. Pensamos que hay errores jurídicos importantes en las consideraciones de estos recurrentes; 
repito que no entendieron bien que una cosa es un funcionario contratado y, otra, uno presupuestado, y que el 
funcionario presupuestado no puede ser cesado sin sumario administrativo, con todas las garantías del debido 
proceso y con una venia de la Junta Departamental, como ocurre a nivel nacional cuando esa autorización la 
otorga el Senado. Ninguno de los funcionarios que fueron cesados en esa resolución, que ahora cuestionan 
los tres ex funcionarios que vinieron a la Comisión, eran presupuestados; eran todos contratados, en las 
condiciones que mencioné en el informe. 


SEÑOR VIDALÍN.- ¿Eran contratados o jornaleros? 
SEÑOR GUTIÉRREZ.- Contratados, mensuales. 


En segundo término, cuestionan que no se cumplió con dar vista previa a tomar la resolución. Generalmente, 
los Gobiernos Departamentales, en materia de procedimiento administrativo, han hecho suyo el Decreto 

N* 500/91. En Salto, en cambio, en base a esa norma se elaboró un decreto propio de cuya adaptación fui 
autor, que fue aprobado por la Junta Departamental después de un largo proceso de un año entero. 


Es cierto que en uno de los capítulos del Código de Procedimiento Administrativo se prevé que en 
determinadas circunstancias a nivel departamental hay necesidad de dar vista al funcionario involucrado de 
esa situación. Pero no se trata de este caso, sino de los procedimientos administrativos que ya están 
funcionando y no de una situación que se basa en un contrato administrativo, que se firmó. Algunos de estos 
funcionarios firmaron cinco contratos administrativos, otros ocho, tres o dos; inclusive, uno firmó doce. Eran 
contratos muy cortos y se firmaban continuamente. Hubo un caso insólito de un profesor de danza, que luego 
fue reintegrado, Eduardo Piñeiro, por cuyo cargo se llamó a concurso y ese siempre fue el argumento que se 
ponía, como que el concurso saneaba todo. Cuando analizamos el expediente por el que se llamó a concurso, 
constatamos que se llamó a concurso para cumplir una tarea zafral de tres meses, y nada más. Al margen de 
que el concurso tuvo algunas falencias formales, porque no hubo publicación, invitación ni nada, parece raro 
llamar a concurso para ocupar un cargo por tres meses. Entonces, por más que se llamara a concurso, ese 
señor, al finalizar los tres meses, perdió su condición de funcionario contratado por concurso, pero continuó 
durante un tiempo ejerciendo la función y eso, como leí en mi informe, en la doctrina y en la jurisprudencia 
no significa prórroga del contrato bajo ningún concepto, por lo que se trata de una situación parecida a las 
demás. En definitiva, el concurso a este señor para nada le dio garantías. 


Entonces, la vista es obligatoria en ciertas circunstancias, pero no en estas donde lo que el Intendente hizo fue 
aplicar la normativa correspondiente a un contrato. Todos los contratos de todos los funcionarios que fueron 
cesados dicen exactamente lo mismo, es decir, se faculta a la Administración a rescindir, "motu proprio" y sin 
ninguna causal, el contrato que se firmó. Esto seguramente se realiza en muchas Intendencias, y el señor 
Diputado Vidalín seguramente lo sabe porque fue Intendente de Durazno. Además, en estos contratos se 
establece que esa rescisión se puede hacer sin derecho a ningún tipo de indemnización, y esto no es una cosa 
rara. Estamos acostumbrados a que en materia de derecho privado los contratos suponen igualdad de partes, 
pero en el derecho público no. Si se lee la página 37, Tomo l, del libro de Carlos Delpiazzo "Manual de 
Contratación Administrativa", precisamente se habla de que una de las características tradicionales de la 
relación contractual del Estado con personas es la desigualdad jurídica de las mismas. Quiere decir que esa 
predominancia que tiene la Administración a la hora de dejar sin efecto contratos no tiene ningún vicio 
jurídico. Al contrario; se trata simplemente de que se llega al cumplimiento de los contratos que ya se habían 
firmado. 


Asimismo, con respecto al caso de una funcionaria que estaba en comisión, se dijo que no podía ser cesada. 
Lástima que no se dijo cuál era la razón jurídica en la que se basaba esa afirmación, porque el funcionario 
que está en comisión tal como lo dice la norma sigue perteneciendo al organismo de origen. La única 
diferencia entre un funcionario en comisión y un funcionario común, es que el primero cumple su tarea en 
otro lugar físico distinto al que fue originalmente designado; nada más. La norma dice expresamente que 
sigue perteneciendo a los cuadros funcionales del organismo que le autorizó la comisión. 


Más adelante, se dice que por el hecho de que el recurrente fuera un funcionario contratado, igualmente, para 
la rescisión de su contrato, debería darse una justa causa. Lamentablemente, no es así, según nuestra 
legislación positiva, la de Salto. El señor Diputado Vidalín no estaba presente al comienzo, por eso señalo 
nuevamente que en Salto el provisoriato es únicamente para los presupuestados; no hay provisoriato para 
nadie más. 


Por lo tanto, los funcionarios de la Intendencia de Salto están en una situación de absoluta inestabilidad 
laboral, aunque tengan allí veinte años de trabajo. Por tal motivo, adelantaba a los señores integrantes de la 
Comisión que la política del actual Intendente apunta a modificar este aspecto de manera urgente, 
posiblemente, para el próximo presupuesto, dado que se entiende que no es posible que el funcionario esté 
pendiente del cambio de autoridad jerárquica, pensando que ello puede provocar el cese en su cargo, 
acarreando como consecuencia un problema económico, social o quién sabe de qué envergadura. Eso se va a 
cambiar, pero hasta el momento es lo que existe y está vigente en nuestro departamento. 


En los informes repito prácticamente todo lo que manifesté anteriormente. 


También se cuestionan los motivos de mejor servicio. Como ustedes saben, los actos administrativos deben 
estar fundados. El fundamento de los actos administrativos ha sido uno de los aspectos más cuestionados, 
porque, a veces, son demasiado genéricos, y otras veces, demasiado extensos. En fin; siempre se busca 
alguna vuelta para cuestionar desde ese punto de vista 


Evidentemente, los cuestionamientos fueron hechos porque había cambiado la Administración. La 
Administración actual tiene una concepción orgánica estructural distinta. Ustedes me preguntarán cuál es, 
pero, lamentablemente, no puedo contestarles porque todavía está en elaboración, dado que todavía estamos 
en época de definir el presupuesto; tenemos plazo para presentarlo en la Junta Departamental hasta el 8 de 
enero de 2011. De manera que se está en pleno análisis y estudio en esa materia. Lo que hicimos fue 
prácticamente una adaptación a los nuevos conceptos de los que estamos hablando. Inclusive, cuando el 
gremio de ADEOM nos pidió audiencia lo hizo en muchas oportunidades; en todas ellas los recibimos y 
conversamos con ellos, se le señaló que si se adaptaban a la nueva situación, muchos de los funcionarios 
quedarían en la Administración. Fue así que ocho de las personas que habían sido cesadas volvieron a 
trabajar en la Intendencia, dado que sus Directores entendieron que por su perfil y conocimiento encajaban 
perfectamente en la nueva modalidad que se estaba estableciendo. 


Finalmente, se reitera que no se pidió la venia de la Junta Departamental. Los únicos funcionarios para cuyo 
cese se requiere la venia de la Junta Departamental son los presupuestados y no los contratados. 


Tengo los expedientes de las personas que vinieron acá, pero ustedes comprenderán que no se los puedo dejar 
porque todavía no tienen conocimiento de este informe, y no sería bueno que yo diera publicidad a algo que 


los interesados no conocen. Los traje como una guía y para que ustedes tuvieran un informe de primera mano 
de cómo se manejó esta situación en Salto. 


Es cuanto tengo para decir por ahora. Estoy a las órdenes para contestar las preguntas que ustedes entiendan 
pertinentes. 


SEÑOR VIDALÍN.- El doctor Gutiérrez ha sido muy claro y preciso en sus apreciaciones. He leído 
algún libro de su autoría sobre Gobiernos Departamentales. Quiero transmitirle que ese es uno de mis 
libros de cabecera, conjuntamente con el del doctor Daniel Hugo Martins, relativo al mismo tema. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Es un honor para mí. 


SEÑOR VIDALÍN.- Por eso cuando usted mencionaba a Carlos Delpiazzo, yo pensaba que también 
usted tiene un lindo librito de tapas azules que es buen consejero de los Intendentes. 


El doctor Gutiérrez ha sido muy claro y contundente con respecto a la temática de los funcionarios. Lo que 
realmente me preocupa es lo que manifestó con respecto al provisoriato de la totalidad de los funcionarios de 
la Intendencia. Entiendo que representa una situación de inestabilidad frente a las diferentes crisis 
económicas por las cuales puede atravesar el país, y, por ende, los Gobiernos Departamentales. 


En esa situación, la primera medida que toman los Intendentes es el cese de funcionarios. Quizás alguno de 
los compañeros no comparta lo que señalo, pero lo cierto es que en muchos Gobiernos Departamentales, en 
muchas Intendencias, a veces, por el simple hecho de la buena vecindad, se da la posibilidad de ingreso como 
funcionarios a personas que están en situaciones límite, tales como madres solteras en situación de calle o 
padres que por diferentes razones llevan muchos meses sin trabajo. Quizás por ello en algunos Gobiernos 
Departamentales hay superpoblación de funcionarios. 


También hay que reconocer que los Gobiernos Departamentales, en muchos casos, llenan o tapan las 
ausencias de los Gobiernos Nacionales a través de los diferentes Ministerios o Entes Primaria, Secundaria, 
INAU en sus diferentes dependencias. 


Reitero que esta situación de provisoriato me preocupa. Es la primera vez que escucho que un Gobierno 
Departamental tiene todos sus funcionarios en esas condiciones. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Todos, no. Son mil los funcionarios en esa situación, lo cual igual es una 
barbaridad. 


SEÑOR VIDALÍN.- ¿Cuál es el número total de funcionarios? 
SEÑOR GUTIÉRREZ.- Son mil setecientos. 


SEÑOR VIDALÍN.- El doctor Gutiérrez dijo que había funcionarios jornaleros, contratados y 
presupuestados. Yo entendí que los presupuestados están en esta situación de provisoriato. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- No; lo que dije fue que el actual estatuto del funcionario de Salto prevé el 
provisoriato solamente para el presupuestado. El funcionario que ingresa como presupuestado, pese a 
su condición de presupuestado, durante los primeros seis meses está en una situación de provisoriato. 
Luego de ese tiempo, queda definitivamente como funcionario presupuestado. Pero los pobres 
contratados digo "pobres" en el buen sentido de la palabra ni siquiera tienen eso. 


Entonces, se puede decir que en Salto hay mil funcionarios que están en el aire. Pero también quiero señalar 
en este sentido, asumo la representación del Intendente Germán Coutinho que, sin ninguna duda, eso se va a 
cambiar. Ya lo hablamos con ADEOM. Hubo un "impasse" en las conversaciones con el gremio, dado que 
hace poco tiempo tuvieron elecciones y no tenían constituida su Comisión Directiva, pero una vez 
transcurrida esa etapa, ya podemos seguir conversando. Vamos a aplicar estrictamente la Ley_N” 18.508, 


relativa a la negociación colectiva, porque estos temas deben ser resueltos por el Intendente y por el gremio, 
que son los que en definitiva sufren esta situación. 


De manera que les dimos la absoluta tranquilidad en el sentido de que no se va a aplicar: se trata de una 
disposición que viene del primer Gobierno democrático posterior a la dictadura, y el Intendente de aquél 
momento, Eduardo Malaquina, fue quien cambió eso que, de hecho, se usó muy poco. Digo más: yo fui 
Director General en el período 90-95, cuando el Intendente era el contador Eduardo Minutti, y nunca lo 
aplicamos. Por el contrario, para los funcionarios contratados aplicábamos un sistema de estabilidad similar 
al de los demás, obviamente, sin los requisitos que existen para los presupuestados. Entonces, eso nunca 
pasó, y no va a pasar; en esto asumo la palabra del Intendente Coutinho: el señor Diputado Bistolfi lo conoce. 


Nuestra idea es hacer un estatuto nuevo, porque este es de 1955 (adviértase los años que tiene), para dar 
urgentemente tranquilidad a toda la familia de los funcionarios del Gobierno Departamental de Salto, en el 
sentido de la estabilidad mínima que debe tener un trabajador, por más contratado que sea. 


SEÑOR VIDALÍN.- Me ha llamado la atención que los compañeros municipales que concurrieron a la 
Comisión lo hicieran sin el apoyo de ADEOMI: no vi a ningún representante del sindicato en esa 
comparecencia. ¿ADEOM existía en ese momento? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- ADEOM habló de cinco de los veinte funcionarios, que eran los que estaban 
afilados. De ellos, dos reingresaron y los otros tres no. Efectivamente, decían: 'Nosotros no venimos 
por los veinte; venimos por los nuestros", y hacían hincapié en eso. Pero el Intendente Coutinho lo 
encaró así: "El problema no es solamente de los de ustedes, sino de todos". Digo más; las 
conversaciones fueron con el propio Intendente Coutinho: no mandó a nadie a conversar, sino que fue 
él mismo con su equipo. 


SEÑOR VIDALÍN.- El doctor Gutiérrez tiene en su poder el legajo con la historia de los funcionarios, 
y son muy pocos. Entonces, en la medida en que hubiera una posibilidad para su reintegro, 
personalmente, lo veríamos con buenos ojos. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Tomo su palabra, señor Diputado, pero esa es una decisión política que 
tomará el Intendente. 


SEÑOR TIERNO.- Quisiera saber qué relación contractual tenían estos trabajadores en el momento 
del cese. Por lo que se manifestó por parte de esa delegación, en algún caso, hay trabajadores que 
estarían en comisión con un Senador en el momento de la baja del contrato. ¿Cuántos funcionarios 
fueron cesados? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Veinte. 

SEÑOR TIERNO.- ¿Y qué relación contractual tenían? 
SEÑOR GUTIÉRREZ.- Todos tenían contrato vencido. 
SEÑOR TIERNO.- ¿Qué tipo de contratos era? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- A término: a plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según el informe que nos proporcionó la delegación que concurrió a esta 
Comisión, de aproximadamente mil setecientos funcionarios, un poco más de quinientos son 
presupuestados, y el resto, contratados. Quisiéramos que nos explique si eso es así. 


SEÑOR GUTIÉRREZ. Sí, es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento ¿existen funcionarios con contrato a término vencido en la 
Intendencia? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea que en el caso de esos funcionarios, no se aplicó el mismo criterio que 
con los otros veinte. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Se aplicó un criterio de acuerdo al nuevo organigrama y a la estructura que se 
le impuso a las reparticiones en las cuales revistaban estos funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora bien: como usted expresaba, estos funcionarios tenían contrato a 
término vencido, pero están en la misma situación que una cantidad importante de trabajadores de la 
Intendencia Municipal de Salto, que también tienen contrato vencido pero siguen trabajando, y, por 
supuesto, cobrando sus haberes. 


Sin duda, es muy loable la preocupación de la actual Administración por resolver una situación que es 
realmente preocupante desde el punto de vista de los derechos de los trabajadores. Más allá de la existencia 
de normas departamentales, en este país también existen normas con vigencia en todo el territorio nacional 
usted se refería a alguna- y, en definitiva, la ley de Negociación Colectiva establece la obligación del respeto 
a las organizaciones sindicales y al derecho de los trabajadores como tales. Se trata de una serie de normas 
aplicadas durante este período. Ahora bien; sin duda, los funcionarios de la Intendencia Municipal de Salto, 
de alguna manera, hoy están expuestos a que no tenga que manifestarse ninguna causa justificada para que se 
decida el cese. Usted me dirá que hay normas de carácter general, pero, en concreto, hoy no podríamos decir 
que en la Intendencia Municipal de Salto los derechos de los trabajadores están plenamente asegurados. En 
todo caso, el Intendente o la Administración resuelven si un funcionario más aun en la situación actual, 
cuando tienen contratos a término vencidos sigue trabajando o no. ¿Entendí bien? 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Entendió perfectamente: es así. También es cierto que, como mencionaba, 
existe preocupación en la Administración actual, que dirige el Intendente Coutinho, en el sentido de no 
hacer uso de esa facultad rayana en la arbitrariedad, y de modificar urgentemente el famoso 
artículo 23, en lo posible, en el próximo presupuesto, para después sí, con tranquilidad, llegar a un 
estatuto nuevo con la participación directa de ADEOM. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según nos decía la delegación que participó en la Comisión de Legislación del 
Trabajo, esa arbitrariedad a la que usted hacía referencia se cumplió a cabalidad en el caso de estos 
veinte funcionarios. 


Entonces, tal como planteamos al principio, esta Comisión está dispuesta a ayudar a que se logre un 
acercamiento entre las partes, porque, obviamente, hay una situación de litigio muy clara en torno a los 
derechos de estos funcionarios y a la situación que están planteando que existe a partir de que son cesados. 
Hay funcionarios que tienen una cantidad importante de años de servicio, entre tres y cinco. 


Entonces, me parece que esta realidad podría ser atendida con una negociación de carácter general; será la 
Intendencia la que dé la posibilidad de hacerla o no. 


La Comisión de Legislación del Trabajo ha participado en negociaciones que se han dado en diferentes áreas 
públicas y privadas; asimismo, ha intentado prestar un servicio tendiente a acercar a las partes. Entonces, lo 
que queremos dejar planteado al doctor Gutiérrez, y por su intermedio, a la Intendencia de Salto, es que esta 
Comisión está a entera disposición para que, si se entiende necesario, se realice una reunión en el 
departamento de Salto a fin de tratar de acercar a las partes. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Muchas gracias; desde ya, tomo ese aporte como algo muy valioso y se lo 
trasmitiré personalmente al señor Intendente. 


SEÑOR POZZI.- Quisiera sumarme a la última parte de lo que decía el Diputado Vidalín en cuanto a 
la posibilidad de atender el caso de estas personas, como estaba manifestando ahora el Presidente de la 
Comisión. 


Simplemente, quería ratificar algo que ya dijimos en la oportunidad en que los trabajadores estuvieron 
presentes en este ámbito. Nos parecería positivo tratar de encarar una salida que, a mi juicio dicho con todo 
respeto no es de carácter jurídico, porque las cuestiones jurídicas están transitando por el correspondiente 
camino, sino de carácter político, en el sentido de las relaciones entre empleador y empleado. || Me parece 
que por la cantidad de gente involucrada que no es un número exorbitante, si tenemos en cuenta a todos los 
que trabajan en la Intendencia de Salto, y las posibilidades que tenemos de buscar una solución, no perdemos 
el tiempo si lo intentamos. Esto ya fue dicho en alguna oportunidad y lo reitero ahora; si la Intendencia de 
Salto está dispuesta a hacer eso, nosotros la acompañamos. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Quisiera que la versión taquigráfica de esta reunión le fuera enviada al 
Intendente para que vea lo que aquí se conversó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría se la hará llegar. 


(Se retira de Sala el doctor Fulvio Gutiérrez) 


——- La Presidencia propone que la próxima reunión de la Comisión, que se realizará el 1” de diciembre, sea 
dedicada íntegramente a analizar el tema que figura en el segundo punto del orden del día: "Registro 
Nacional de Trabajadores Portuarios", recibiendo a las delegaciones involucradas en el tema. Vamos a pedir 
al señor Diputado Pozzi que nos diga a quiénes considera importante invitar para conocer la opinión que 
tienen sobre este punto, y luego pasar a discutir y resolver este proyecto que viene con consensos 
importantes. 


SEÑOR POZZI.- Este proyecto estaba a consideración de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas; buscamos las mayorías y los acuerdos para no discutir si se trataba de un problema de la 
Comisión de Transporte o de Legislación del Trabajo, y resolvimos trasladarlo a la Comisión de 
Legislación del Trabajo porque nos parecía que ahorraríamos tiempo para poder empezar a discutirlo. 


Este proyecto no busca reeditar lo que fueron las bolsas de estiba. Creemos que el trabajo portuario ha 
cambiado radicalmente desde la época de la vieja bolsa de estiba a lo que actualmente es el trabajo portuario. 
Ha dejado de ser un trabajo en el que lo que valía era el esfuerzo físico y la capacidad de resistir muchas 
horas de carga y descarga de los productos de los barcos. Hoy deben manejar máquinas que, en algunos 
casos, valen centenares de miles de dólares. A nuestro juicio, se ha conformado un trabajador diferente, que 
precisa más especialización para manejar equipos costosos. Además, también ha cambiado la forma de 
administrar los puertos y de vinculación del personal, que se hace a través de empresas privadas, lo que no 
sucedía antes del año 1992, cuando se votó la Ley de Puertos 


Asimismo, nuestro país ha firmado y ratificado convenios de la OIT que recomiendan que haya registro de 
los trabajadores que se desempeñan en los puertos. Inclusive, se podría avanzar en lo que se refiere a cómo, 
después de los atentados del 11 de setiembre en Estados Unidos, se ha tratado de ordenar muchísimo la gente 
que entra y sale de los puertos. Antes, los ciudadanos podían ir a cualquier hora a pescar al Puerto de 
Montevideo, y hoy no puede pasar nadie si no tiene un carné que lo identifique 


Todos estos controles se concretaron después de los atentados del 11 de setiembre, cuando intervinieron 
algunos organismos. 


Sobre estos puntos abundaremos cuando se discuta el proyecto. 


A mi juicio, en principio, hay tres actores que debemos consultar: el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas que tiene jurisdicción sobre los puertos, en algunos casos, a través de la ANP y de la Dirección 
Nacional de Hidrografía en otros; el Sindicato de Trabajadores Portuarios (SUPRA) y el Centro de 
Navegación (CENAV), que es el organismo que abarca a todas las empresas marítimas. 


SEÑOR VIDALÍN.- Quisiera consultar a la Cámara de Industrias, a la Unión de Exportadores y la 
Administración Nacional de Puertos. 


SEÑOR POZZI.- Debemos consultar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y este decidirá si 
viene la ANP o la Dirección Nacional de Hidrografía. Este Ministerio, a través de alguna Dirección, 
tiene jurisdicción sobre algunos importantes puertos, como, por ejemplo, el de Punta del Este. 


Reitero: debemos citar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas este luego decidirá quién viene, al 
Sindicato de los Trabajadores Portuarios y al Centro de Navegación. A mi se me ocurrieron esos tres actores; 
la Comisión tienen todo el derecho de invitar a quienes entienda pertinente. 


SEÑOR OLIVERA.- Me parece importante incorporar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ya 
que tiene injerencia directa en la negociación colectiva. Deberíamos ver en qué instancia se convoca a 
cada uno. El Presidente y la Secretaría deberán organizar el orden para no anteponer alguna discusión 
que debería ir al final del proceso. Por lo tanto, creo que deberíamos comenzar por los que nos brindan 
insumos para cerrar el trabajo, y después, como broche de oro, los que tienen injerencia directa en la 
regulación del trabajo y la fiscalización de la conclusión que luego nosotros plasmaremos en un 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a plantear para el 1* de diciembre una jornada que comience a las 9 de la 
mañana en la que recibiremos al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, al SUPRA-PTT-CNT, al 
Centro de Navegación, a la Cámara de Industrias, Unión de Exportadores y Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, que son las delegaciones que se han sugerido. Y luego, el martes siguiente, para 
discutir sobre el proyecto. Así podemos darnos los tiempos necesarios y no apurar a las delegaciones. 


Entonces, si están de acuerdo, el miércoles 1” planteamos esta situación y el martes 7 resolveríamos sobre el 
proyecto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


